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RECURSO DE REVISIÓN 230/2019-2.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

Organismo intermunicipal metropolitano de agua potable, alcantarillado, saneamiento y servicios conexos (interapas).


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 29 veintinueve de mayo de 2019, dos mil diecinueve. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 000170819 el 13 trece de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos (INTERAPAS) recibió una solicitud de acceso a la información pública requiriendo lo siguiente:
“En el evento del 28/01/2019 http://www.astrolabio.com.mx/ayuntamiento-de-slp-solventa-adeudo-de-parquimetros-con-bomberos/, la nota finaliza diciendo que “el director del organismo Interapas, Fermín Purata, se acercó con él durante el evento, para comunicarles que durante esta semana les harán un depósito por aproximadamente 30 mil pesos, correspondientes a un adeudo de tres meses de 2018 por los servicios que prestan de chequeo de drenajes, “nosotros monitoreamos los drenajes de San Luis Potosí y cobramos al Interapas por ello”. Solicito saber a qué meses se refiere y el desglose del monto por mes.” (sic)
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. 15 quince de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el sujeto obligado consta que a través de la Plataforma Nacional de Transparencia otorgó respuesta al escrito de solicitud del recurrente de la manera siguiente:

“BUENA TARDE AL CONSULTAR LA NOTA QUE HACE REFERENCIA ESAS DECLARACIONES NO SON DEL DIRECTOR GENERAL DE INTERAPAS, POR LO QUE SE LE CANALIZA A QUE PRESENTE SU SOLICITUD EN LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA UBICADA EN Blvd. Salvador Nava Martínez 1580, Col. Santuario, C.P.: 78380, San Luis Potosí, S.L.P., México Tel.: (444) 834-5400”. (sic)
TERCERO. Interposición del recurso. El 19 diecinueve de febrero de 2019, dos mil diecinueve, mediante registro RR00017819 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, por medio del cual manifestó:
“debe de checar la nota ya que se refiere al ayuntamiento y sobre la información que solicito la Ley dice que todo el que administre procese se haga llegar de información esa información es publica por lo que considero que ustedes si cuentan con ella o tienen los medios para hacerse llegar de ella”. (sic)

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 21 veintinueve de febrero de 2019, dos mil diecinueve, la Presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que en razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, motivo por el cual se le turnó dicho expediente bajo el número RR-230/2019-2 PLATAFORMA para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.  
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 12 doce de marzo de 2019, dos mil diecinueve, el comisionado ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis establecida en la fracción III y XII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y tuvo como ente obligado al ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS (INTERAPAS), POR CONDCUTO DE SU TITULAR Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.
SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. Con fecha 05 cinco de abril de 2019, dos mil diecinueve, esta Comisión tuvo por recibido un oficio número IN/DG/UT/031/2019, signado por el Director General y el Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado, en el que de acuerdo a las manifestaciones señaladas por el recurrente a través de su escrito de revisión contestó lo siguiente:

“(…)1.- Por medio del presente se informa que la Unidad de Transparencia del organismo notifico un acuerdo de fecha 15 de Marzo de 2019. Tal como se demuestra en autos del recurso arriba señalado.

2.- En dicho acuerdo se le informo que este organismo no tiene la información que refiere en su solicitud de información, toda vez que su solicitud versa sobre declaraciones periodísticas que no son propias del director general de Interapas, y se le canalizo al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, con la dirección que se ubica actualmente.
3.- Así mismo se informa a esta autoridad que este organismo se apega al Reglamento Interno y la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, por lo que se tienen funciones y facultades expresas por ministerio de ley, por lo que el seguimiento de notas periodísticas no es parte de las funciones permitidas en la norma que rige a este organismo, mismas que no se documentan, por el cual este órgano debe desechar dicho recurso, lo anterior de conformidad con el artículo 175 fracción I

Por lo anteriormente expuesto a usted H. Comisionado presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado, solicitamos:

UNICO.- Tenernos por dando cumpliendo al requerimiento dictado en el recurso de revisión en que se actúa. (Rubricas)”. (sic) 

Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
De la misma manera, con fecha 30 treinta de abril de 2019, dos mil diecinueve, se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto, por lo que, en el contexto del mismo proveído se ordenó remitir de nueva cuenta el proyecto de resolución correspondiente.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 
TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 13 trece de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el solicitante de la información presentó su solicitud de acceso a la información pública ante el sujeto obligado.

· Ahora, de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente en que le fue presentada la solicitud de información.

· Por lo tanto, el plazo de los diez días comenzó el día 14 catorce de febrero y venció el 27 veintisiete de febrero de 2019, dos mil diecinueve sin contar los días 16 dieciséis, 17 diecisiete, 23 veintitrés y 24 veinticuatro por ser inhábiles.

· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 28 veintiocho de febrero al 21 veintiuno de marzo del año en curso.

· Se deben descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 02 dos, 03 tres, 09 nueve, 10 diez, 16 dieciséis, 17 diecisiete y 18 dieciocho de marzo.

· Consecuentemente si el 19 diecinueve de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida a la autoridad de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia.

QUINTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este Órgano Colegiado, se analiza el fondo de la cuestión planteada.

SEXTO. Estudio de los agravios.  

6.1. Agravios. El recurrente expresó como agravio:

“debe de checar la nota ya que se refiere al ayuntamiento y sobre la información que solicito la Ley dice que todo el que administre procese se haga llegar de información esa información es publica por lo que considero que ustedes si cuentan con ella o tienen los medios para hacerse llegar de ella”. (sic)
Así las cosas, el ahora inconforme presentó recurso de revisión pretendiendo encuadrar sus agravios en los supuestos a que alude el artículo 167, fracciones III y XII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, toda vez que el hoy recurrente se inconforma por la declaración de incompetencia del sujeto obligado y la falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en su respuesta, sin embargo, esta Comisión advierte que de lo expresado por el recurrente, sus agravios encuadran únicamente en el supuesto a que alude el artículo 167, fracción XII, de la aludida legislación.

6.2. Suplencia.

Ahora, esta Comisión de Transparencia de conformidad con el artículo 170
, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia suple la deficiencia de la queja del recurrente.

Por ello, al existir un motivo de inconformidad por parte del recurrente contra la respuesta por parte del sujeto obligado y en su agravio, aunque se inconformó por la declaración de incompetencia del sujeto obligado y la falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en su respuesta, lo correcto es combatir únicamente la fracción XII del artículo 167 de la Ley de la Materia, por lo que esta Comisión de Transparencia en suplencia de la deficiencia del recurrente, analiza la respuesta en cuanto al citado numeral –respecto de la información que el sujeto obligado proporcionó al recurrente.

6.2.1. Agravio fundado en suplencia.

Pues bien, planteadas así la cosas en el presente caso, se advierte que el mismo se centra en la necesidad de determinar si se encuentra debidamente fundada y motivada la respuesta administrativa emitida por el sujeto obligado, o si bien se configura alguna negativa de acceso a la información requerida a través de la Solicitud de Información recaída en el presente recurso de revisión.
Como ha quedado establecido, el recurrente solicitó en su escrito primigenio los meses y desglose del monto de $30, 000.00 treinta mil pesos por mes, a que se refiere la nota periodística http://www.astrolabio.com.mx/ayuntamiento-de-slp-solventa-adeudo-de-parquimetros-con-bomberos/, relativa al depósito que realizaría el sujeto obligado a favor del Honorable Cuerpo de Bomberos, debido al adeudo de tres meses correspondientes al año próximo pasado, derivado de los servicios proporcionados por concepto de “chequeo de drenajes”.
A mayor abundamiento, resulta oportuno ilustrar el contenido de la referida nota periodística, por lo que una vez que se ingreso la misma en el explorador de internet correspondiente, el mismo arroja lo siguiente:
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La cifra anterior se encuentra en un documento que el tesorero Portilla Diaz mostré a
medios de comunicacion, el cual muestra que en el cuarto trimestre de 2018, es decir,
octubre, noviembre y diciembre, recaudd un total de 10 millones 339 mil 937 pesos con
25 centavos, de los cuales descontando los subsidios y pagos de nomina a los operadores
de parquimetros, dej6 un remanente de 6 millones 767 mil 178 pesos con 29 centavos,
que multiplicados por el 15 por ciento que se destina a Bomberos, el total del pago
adeudado es por 1 mill6n 15 mil 76 pesos con 74 centavos.

Por su parte, Mauricio Hermosillo Escudero, presidente del Patronato del H. Cuerpo de
Bomberos, indicé que firmaron un convenio con el Ayuntamiento, en el que a partir del
primero de enero de 2019, es decir, para el primer trimestre del afio, les destinaran el 15
por ciento del total recaudado en parquimetros, y no el 15 por ciento del remanente de
dicho concepto de ingresos.

Asimismo, coment6 que el pago que recibieron hoy, el Ayuntamiento lo explicé como
solventacion de la deuda, y se refiere al adeudo que habia por los conceptos de
parquimetros y subsidios, sin embargo, comenté que ain falta un pago de dictamenes por
parte de la Direccion de Catastro, “es otro recurso que hacemos que se llama dictamenes,
y eso ya lo estamos viendo con la arquitecta Patricia Rodriguez”.

Finalmente, agregé que el director del organismo Interapas, Fermin Purata, se acerco con

&l durante el evento, para comunicarles que durante esta semana les hardn un depésito

por aproximadamente 30 mil pesos, correspondientes a un adeudo de tres meses de 2018
por los servicios que prestan de chequeo de drenajes, “nosotros monitoreamos. los
drenajes de San Luis Potosi y cobramos al Interapas por ello”.
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[Énfasis añadido]

 Por lo que, en atención a dicha solicitud, el 15 quince de febrero del año en curso, el sujeto obligado emitió su respuesta en la cual señaló que al consultar la nota periodística a la que hace referencia el solicitante, dichas declaraciones no son propias del Director General, por lo que lo canaliza a que presente su solicitud a la Unidad de Transparencia del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
Posteriormente el solicitante se inconformó con la respuesta descrita en el párrafo anterior, argumentando que a su consideración, el sujeto obligado si cuenta con la información solicitada.

En ese sentido el sujeto obligado cuando comparece a realizar sus manifestaciones correspondientes reitera su respuesta inicial puesto que no tiene la información que refiere el particular en su solicitud, toda vez que la misma versa sobre declaraciones periodísticas que no son propias del Director General.

Una vez establecido lo anterior, se procede al estudio respectivo, a fin de determinar si la respuesta emitida por la unidad de información pública a la solicitud de información del hoy recurrente, se encuentra debidamente fundada y motivada, determinando consecuentemente si es fundado o no el agravio hecho valer por el recurrente.

Del análisis de la inconformidad hecha valer por el recurrente, se estima fundada por las siguientes razones:

 Primeramente, cabe señalar que si bien es cierto el particular funda su inconformidad en un documento contenido en un portal de noticias denominado “astrolabio”, del cual se puede advertir información, la cual a su juicio controvierte la respuesta proporcionada por el sujeto obligado. Es importante señalar el carácter probatorio de dichas publicaciones y sirve para ello el contenido de la tesis aislada I.4o.T.5 K (invocada por el sujeto obligado), emitida en la Novena Época por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Primer circuito, que establece:
“NOTAS PERIODISTICAS, INEFICACIA PROBATORIA DE LAS. Las publicaciones en los periódicos únicamente acreditan que tuvieron realización en el modo, tiempo y lugar que de las mismas aparezca, mas en forma alguna son aptas para demostrar los hechos que en tales publicaciones se contengan, pues no reúnen las características de documento público a que se refiere el artículo 795 de la Ley Federal del Trabajo, ni tampoco puede ser considerado como documental privada conforme a los artículos 796 y 797 del propio ordenamiento legal, en cuyo caso surge la posibilidad de formular las objeciones respectivas; consecuentemente, el contenido de una nota periodística, -generalmente redactada y dada a conocer por profesionales de la materia, cuyas fuentes no son necesariamente confiables, amén de que cabe la posibilidad de que sean producto de la interpretación e investigación personal de su autor- no puede convertirse en un hecho público y notorio, pues aunque aquélla no sea desmentida por quien puede resultar afectado, el contenido de la nota solamente le es imputable al autor de la misma, mas no así a quienes se ven involucrados en la noticia correspondiente.”
De manera que, esta Comisión se adhiere al criterio antes invocado, puesto que las notas periodísticas no son documentos públicos y tampoco documentos privados suscritos entre partes, sino que solamente representan las opiniones y apreciaciones del autor de la misma, sin que en estas consten elementos probatorios que vinculen y permitan generar plena convicción respecto de su contenido; por lo tanto, este Órgano Garante no puede otorgarles valor probatorio pleno, es decir, no existen elementos suficientes para determinar la veracidad de los hechos en que se fundan, por lo que solamente son indiciarias y para ello deben existir elementos probatorios suficientes que de su estudio conjunto e integral se desprenda una comprobación plena de los hechos.
Es necesario precisar que la nota a que hace referencia el particular carece de elementos de identificación que permitan equipararlas a una solicitud de información, por lo que no es posible vincularlas a documentos emanados plenamente del ejercicio del derecho de información. Lo anterior, con fundamento en el artículo 3°,  fracción X, inciso J), que dispone que el uso de datos abiertos se condiciona al citado de la fuente de origen para su uso libre, puesto que es necesario identificar su procedencia y garantizar que su contenido es emanado de la actividad administrativa del sujeto obligado.

De lo expuesto, es necesario precisar que el peticionario se duele en el sentido de la falta de fundamentación y motivación que respaldó la respuesta del sujeto obligado.

En efecto, el sujeto obligado manifestó los motivos por los cuales respondió en la manera que lo hizo, no obstante dichas declaraciones resultan insuficientes.

Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.


En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no. Se debe entender por veracidad, no al contenido sustancial del acto, sino como aquellos elementos que identifiquen a la información con aquella generada, administrada o poseída por la autoridad en el ejercicio de su función y que además, cuente con las características de confiabilidad, oportunidad, congruencia, integridad, actualidad, accesibilidad, comprensibilidad y verificabilidad, ello de conformidad con el artículo 6°, fracción I de los Lineamientos Técnicos Generales en materia de publicación, homologación y estandarización de las obligaciones comunes y especificas en materia de transparencia.


Conforme al artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, resulta patente hacer mención de lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”): “(…) el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho (…). La falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho (…)”.

Es así que, aun y cuando este Órgano Garante ha determinado el carácter probatorio de la publicación a que alude el solicitante de la información, resulta indudable que el sujeto obligado no puede únicamente ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que efectivamente, la información solicitada no existía. 
Por lo anterior, en aras de resguardar el derecho de acceso a la información que le atañe al solicitante, resulta imperioso otorgarle certeza jurídica respecto de su solicitud de información, esto es, que cuente con la evidencia documental que avale lo expuesto por el sujeto obligado en su respuesta primigenia y su escrito de informe.
De esta forma, atendiendo a lo señalado en el artículo 84, fracción IV, se estima que los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información por lo menos, de los temas, documentos y políticas que, en el caso que nos interesa, se relacionen con la fracción citada en líneas que anteceden.
Resulta prudente invocar el contenido del precepto legal enunciado con anterioridad: 

ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

[…]

IV. La información de los movimientos de ingresos y egresos, que deberán contener, en el caso de egresos, el monto, beneficiario, concepto, fecha, folio, institución bancaria y funcionario que lo autoriza. En el caso de ingresos, el número de entero, monto, concepto, contribuyente y fecha. 

Además, la relación de las cuentas bancarias productivas específicas en las cuales se depositaron los recursos federales transferidos por cualquier concepto, durante el ejercicio. 

Las cuentas bancarias a que se refiere el párrafo anterior se harán del conocimiento previo a la Tesorería de la Federación, para el efecto de la radicación de los recursos;


De ese artículo tenemos qué debe entenderse por obligaciones de Transparencia y es la información que los sujetos obligados deben difundir de manera obligatoria, permanente y actualizada, sin que medie para ello, solicitud de acceso y que aquéllos pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social.


Bajo esa premisa, resulta oportuno mencionar que el sujeto obligado deberá permitir el acceso a lo que dispone el artículo 84, en su fracción IV de la Ley de Transparencia, en términos del artículo décimo noveno, inciso B), de los Lineamientos Estatales para la Difusión, Disposición y Evaluación de las Obligaciones de Transparencia comunes y específicas, es decir, deberá dar todos aquellos elementos de forma directa o indirecta dentro de la página oficial del sujeto obligado de forma específica para acceder a la información sobre los movimientos de egresos, o en su defecto, entregar la información de manera filtrada, lo anterior para efecto de que el solicitante de la información cuente con la certeza jurídica de la respuesta otorgada por parte del sujeto obligado.


Ahora bien, el artículo 146 de la ley de la materia establece que para presentar una solicitud de información no se podrá exigir mayor requisitos que los siguientes: 
“(…)

I. Nombre o, en su caso, los datos generales de surepresentante;

 II. Domicilio o medio para recibir notificaciones; 

III. La descripción de la información solicitada; 

IV. Cualquier otro dato que facilite su búsqueda y eventual localización, y 

V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos. 

En su caso, el solicitante señalará el formato accesible o la lengua indígena, sin tener que acreditar su origen étnico, en la que se requiera la información de acuerdo a lo señalado en la presente Ley. La información de las fracciones I y IV será proporcionada por el solicitante de manera opcional y, en ningún caso, podrá ser un requisito indispensable para la procedencia de la solicitud.”

Por lo anterior, no pasa inadvertido que el solicitante fue omiso en señalar de manera clara la descripción de la información, es decir, no especifico el periodo de la información y que de conformidad con el último párrafo del artículo citado inmediato anterior de la Ley de la materia el sujeto obligado no podrá prevenir al solicitante a efecto de que señale tal dato, el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI), ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), a través  fallos dictados por este Órgano Colegiado expuso los razonamientos que consideró para resolver tal omisión del particular al presentar una solicitud de información a través de los cuales resolvió que cuando el solicitante no precise el periodo de búsqueda de la información, los sujetos obligados deberán observar lo establecido en el criterio 9/13 que a la letra señala:

“Criterio 09/13 Periodo de búsqueda de la información, cuando no se precisa en la solicitud de información. El artículo 40, fracción 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información· Pública Gubernamental, señala que los .particulares deberán describir en su solicitud de información, de forma clara y precisa, los· documentos requeridos. En ese· sentido, en el supuesto de que el particular no haya señalado .el periodo sobre el que requiere la información, deberá interpretarse que su requerimiento se refiere al del año inmediato anterior contado a partir de la fecha en que se presentó la solicitud. Lo anterior permite que los sujetos obligados cuenten con mayores elementos para precisar y localizar la información solicitada.”
Con base en lo anterior, es claro que el sujeto recurrido deberá atender cabalmente el requerimiento de información, al entregar información correspondiente del periodo 2018-2019. Por todo lo anterior, esta Comisión concluye que la inconformidad hecha valer por el recurrente a través de su recurso de revisión, resulta fundada.
6.3. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que, de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Y que, por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.


De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 


En el caso, la solicitud de información fue realizada por la solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si ésta presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


6.4. Efectos de la resolución.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, modifica la respuesta emitida por el sujeto obligado, para efectos de que entregue al solicitante la información relativa a lo dispuesto en el artículo 84, fracción IV de la Ley de Transparencia, mismo que señala los movimientos de egresos, esto correspondiente al periodo 2018-2019, o en su defecto, entregue la información de manera filtrada; lo anterior para que el solicitante de la información cuente con la certeza jurídica de la respuesta otorgada por parte del sujeto obligado tanto en su respuesta inicial como en su informe de mérito.

6.5. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada. 

· El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en el correo electrónico señalado por el inconforme en su recurso de revisión.

· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.


6.6. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

6.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
6.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

Único. Se Modifica la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, Mtro. Alejandro Lafuente Torres, Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la última de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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L/GVLL
Las presentes firmas corresponden a la resolución recaída en el recurso de revisión 230/2019-2 aprobada por el H. Pleno de esta Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado en Sesión Extraordinaria de 29 veintinueve de mayo de 2019, dos mil diecinueve.  

� ARTÍCULO 170. La CEGAIP resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá exceder de treinta días, contados a partir de la admisión del mismo, en los términos que establezca la ley respectiva, plazo que podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un periodo de veinte días. 


Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





